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1.- Introducción: nuevo paradigma de la infancia a partir de los derechos del niño.  
 
La historia de los derechos humanos va íntimamente ligada a la construcción de la 

ciudadanía en los estados modernos. Desde la Revolución Francesa hablar de los derechos 
de ciudadanía para el “hombre” significaba la defensa de los derechos humanos. En el siglo 
XX esta evidencia es mucho más relevante, ampliando estos derechos a otros colectivos, 
entre ellos los niños, niñas y adolescentes. En este sentido, y desde la perspectiva histórica, 
se puede hablar de dos modelos que fundamentan los derechos del niño, incluyendo la 
formación del ciudadano a través de la educación: el modelo proteccionista (hasta el siglo 
XVIII) y el modelo liberacionista (desde ese momento hasta la actualidad), con diversos 
momentos de elaboración, sobre todo en el siglo XX (Campoy, 2006). De esta manera se 
entiende que desde la década de los sesenta del siglo XX se está construyendo un nuevo 
paradigma y, a la vez, una nueva concepción de la ciudadanía, basada en un enfoque de 
derechos humanos. Este proceso culminará con la aprobación de la Convención sobre los 
Derechos del Niño (CDN) en 1989, donde se plasma una nueva visión de la infancia, que 
deja de ser objeto de protección para pasar a ser sujeto de derechos, y donde el principio 
de “participación” es fundamental para sustentar una nueva ciudadanía. Asimismo, los 
objetivos de la educación coadyuvarán a cimentar un tipo de formación basada en los 
principios de derechos civiles y libertades fundamentales. Así, la incorporación de la CDN 
al conjunto de tratados internacionales ha supuesto una nueva concepción de la infancia, 
pasando los niños, niñas y adolescentes a ser considerados como sujetos de derecho (High 
Commissioner for Human Rights, 2007). El 20 de noviembre de 1989 la Asamblea 
General de las Naciones Unidas aprobó la CDN, siendo el tratado internacional que más 
apoyo ha recibido a lo largo de la historia del derecho internacional, pues hasta la fecha tan 
sólo los Estados Unidos de América y Somalia no la han ratificado1.  

Como es conocido, la CDN venía precedida por otras declaraciones, convenciones 
y pactos sobre reconocimiento de derechos civiles, económicos, sociales y culturales 
ampliamente conocidos dentro del derecho internacional sobre Derechos Humanos. Por 
otra parte, el hecho de que el reconocimiento de la CDN sea prácticamente universal, 
reforzando los derechos de la infancia, sustenta, como instrumento jurídico, una 
combinación única de virtudes, al subrayar y defender la función de la familia en la vida 
de los niños y la obligación de los Estados en garantizar los derechos de los niños. 

En la elaboración de la CDN, UNICEF planteó su apoyo y capacidad de 
movilización, sobre todo a partir de 1987, al reconocer la convergencia entre “la 
revolución en pro de la supervivencia y el desarrollo del niño y el proceso a favor de los 
derechos del niño” (UNICEF, 1996:64). Este organismo del Sistema de Naciones 
Unidas adoptó la CDN como “misión” para sus programas a partir de 1996. 

____________________ 
1Toda la información sobre reservas, ratificaciones e informes del Comité, a los que hacemos referencia 

en el apartado 2.1. pueden ser consultados en la página Web del Comité de los Derechos del Niño 
http://www2.ohchr.org/spanish/bodies/crc/ (21 de abril de 2014)  
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En cuanto a su contenido, la CDN es un amplio tratado que recoge, en los 
primeros 41 artículos, los derechos humanos de todos los menores de 18 años que se 
deben respetar y proteger, y exige que estos derechos se apliquen a la luz de sus 
principios. Asimismo, la CDN establece claras obligaciones que deben cumplir los 
Estados Partes, además del deber de informar al Comité de los Derechos del Niño, con 
sede en Ginebra (Hodgkin y Newell, 2004). 

La CDN tiene unos principios generales que han sido reconocidos por el Comité 
de los Derechos del Niño al afirmar que la “adopción de una perspectiva basada en los 
derechos del niño, mediante la acción del gobierno, del parlamento y de la judicatura es 
necesaria para la aplicación efectiva de toda la Convención, particularmente habida 
cuenta de los siguientes artículos [2, 3, 6 y 12] de la Convención, identificados por el 
Comité como principios generales” (Comité de los Derechos del Niño, 2003). Estos 
principios generales, según los artículos señalados son: la no discriminación, el interés 
superior del niño, la supervivencia y la participación (Dávila y Naya, 2011). 

El conjunto de derechos reconocidos conforman, a nuestro entender, una nueva 
visión de la infancia en la que se conjugan dos tradiciones: la primera, la tradición 
proteccionista, donde los niños/as son protegidos frente a cualquier situación de 
vulnerabilidad (Dávila y Naya, 2006; Dávila, 2008) y, la segunda, más reciente, la 
tradición unida al enfoque de derechos humanos, en la que se defiende una mayor 
autonomía de los niños/as y se les hace sujeto de derechos civiles (Ochaita y Espinosa, 
2004; Garibo, 2004; Campoy, 2006; Carmona, 2011). Como sabemos la CDN es un 
compendio donde se reúnen los derechos civiles, económicos, sociales y culturales 
además de los derechos de asistencia y protección (Dávila y Naya, 2011). 

 
2.- La implementación de la Convención sobre los Derechos del Niño en 
América Latina 

 
Al igual que la mayoría de países occidentales, todos los países de América Latina 

firmaron y ratificaron el tratado en un periodo inmediatamente posterior a su aprobación 
en 1989. Además, hay que indicar que la mayoría de los países no hicieron reservas ni 
declaraciones a dicho tratado, lo cual muestra el amplio consenso mostrado por los países 
de la región, cuestión ésta que ya se había puesto de manifiesto en las discusiones de los 
borradores que precedieron a su redacción definitiva (Detrick, 1992). Los Estados de 
América Latina han seguido, en la mayoría de los casos, el proceso de implementación de 
la CDN y han rendido sus informes ante el Comité de los Derechos del Niño, en virtud 
de lo estipulado en dicho tratado. Esta situación legal muestra la disposición a incorporar 
los contenidos de la CDN en sus legislaciones nacionales, como se puede apreciar 
singularmente en la multitud de códigos de la niñez vigentes en América Latina, cuya 
correspondencia con la CDN no siempre es adecuada (Dávila y Naya, 2011).  

En cumplimiento con lo señalado en el artículo 44 de la CDN, los Estados se 
comprometen a presentar al Comité informes periódicos sobre su aplicación (el primero 
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a los dos años de su entrada en vigor, en el caso de los países de la Región 1992-1993 y, 
en lo sucesivo, cada cinco años). El propio Comité aprecia que la mayoría de países de 
América Latina entregaron sus informes más o menos dentro del plazo establecido, 
aunque existen algunos países que han retrasado de manera llamativa la entrega de los 
mismos, como Brasil, que entregó el primer informe con más de diez años de retraso. 
En otros casos este retraso no ha sido tan importante, como ocurre con Cuba, 
Guatemala, Ecuador, Panamá, República Dominicana y Venezuela. Una vez resuelta la 
audiencia pública, el Comité hace públicas sus observaciones y recomendaciones 
(Comité de los Derechos del Niño, 2006).  

Antes del año 2011, todos los países de América Latina habían presentado, como 
mínimo, un informe al Comité, en 2012 y 2013 ningún país de la región tuvo que 
hacerlo. Los países del área volverán a hacerlo a partir de 2014 y 2015, cuando les 
corresponderá a Venezuela, Colombia, Uruguay, Brasil, Chile y República Dominicana. 
Con lo cual se volverá a abrir un nuevo periodo, en el que podremos conocer los 
cambios en la situación de los niños, niñas y adolescentes a través de la información 
vertida en los informes y las observaciones del Comité. Por lo tanto, existe una cierta 
unidad y homogeneidad, en cuanto al periodo de los informes que hemos analizado. 

Para llegar a una nueva situación en la que el enfoque de los derechos humanos implica 
también los derechos de los niños, fue necesaria la modificación de la doctrina jurídica 
predominante en los años noventa en América Latina, por la que los niños eran vistos como 
meros objetos de “intervención estatal más que como verdaderos sujetos de derecho con 
derecho a determinados derechos y garantías” (García Méndez, 1998:1). Asimismo, y 
siguiendo el compromiso con la CDN, UNICEF contribuyó a los programas sobre 
desarrollo bajo el enfoque de los Derechos Humanos, junto con otras ONGes y “se 
encontró comprometido con el desarrollo de políticas sociales que eran necesarias para 
cumplir con las normas mínimas establecidas por la Convención” (Gibbons, 2006:326). En 
este sentido, los programas llevados a cabo integran los principios de la CDN y 
contribuyeron a disminuir la exclusión social y a estimular a los Estados a establecer planes 
en los que se contemplaran los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

En este proceso de reformas legislativas, la aceptación de la CDN supuso una 
“ruptura” con el pasado, ya que su implementación incorporó una nueva concepción, 
regida por la defensa de los derechos del niño, en un contexto de renovación 
democrática. De esta manera, la CDN “impactó en América Latina en un momento en 
el que había una discusión importante sobre los alcances y potencialidades de las nuevas 
democracias latinoamericanas” (Beloff, 2008:9), suponiendo una renovación de la 
protección de los derechos de la niñez, desde la perspectiva de los Derechos Humanos y, 
también, un proceso de modernización del Estado, que ya se venía produciendo en 
algunos países de la región con respecto a la justicia penal de menores. Donde mejor se 
puede apreciar esta situación es en los cambios introducidos en los diferentes códigos de 
la niñez que se irán convirtiendo, poco a poco, en una especie de CDN en miniatura. 

A partir de esta situación, se aprecia una mayor implicación del Estado en sus 
obligaciones y en la garantía de sus derechos fundamentales, adecuándolos a los tratados 
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internacionales, tanto del sistema interamericano como internacional. Desde esta fecha, 
“ya nadie discute en América Latina que la protección de la niñez debe plantearse a 
partir de un enfoque de ciudadanía y de protección de los derechos humanos de niños y 
niñas” (Beloff, 2008:11). También hay que tener presente el papel que juegan dos 
organismos de promoción de los derechos de la niñez: la Relatoría Especial de la Niñez 
de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y el Instituto Interamericano del 
Niño, la Niña y Adolescentes. 

 
2.1.- Balance sobre los derechos de la infancia en América Latina 

 
Las recomendaciones del Comité de los Derechos del Niño a los informes 

presentados por los países de América Latina son una de las fuentes más interesantes 
para conocer la situación de los derechos de la infancia y resultan mucho más ricas que 
las del Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales (2004). En este sentido, 
hemos analizado dichas recomendaciones y observaciones entre los años 2000 y 2013. 
El resultado obtenido puede resumirse en que se constata la existencia de cinco ámbitos 
de preocupación por parte de dicho Comité: 1) falta de armonización entre la 
legislación nacional y la CDN; 2) preocupación por la indefinición de los principios 
generales de la CDN; 3) persistencia de malos tratos, abusos y castigo corporal; 4) abuso 
de la privación de libertad en la justicia juvenil, y 5) escasa información sobre los 
códigos de la niñez y la CDN, además de la falta formación de los profesionales. 

Así, con respecto al primer ámbito de preocupación, sorprende que, en este último 
decenio, todos los países reciban observaciones relativas al cumplimiento de lo previsto 
en los códigos o leyes integrales de la infancia. Éstas se refieren bien a la lentitud de la 
puesta en marcha de instituciones previstas, como los defensores de los niños (Argentina 
y Bolivia), bien a la falta de coordinación entre los organismos dedicados a la infancia 
(Costa Rica, Ecuador, El Salvador y Uruguay), o bien porque algunas leyes relativas a la 
infancia no se adecuan a la CDN (Brasil, Colombia, Ecuador, El Salvador, Honduras, 
México y Uruguay). En el caso de Perú, presentado en 2006, se solicita la derogación de 
algunas leyes contrarias a la CDN.  

Con respecto a los principios generales, el Comité constata que países como Bolivia, 
Brasil, Colombia, Nicaragua, Paraguay, Perú y Uruguay no son especialmente sensibles al 
principio de interés superior del niño, demandando una mejor definición e implicación de 
los profesionales. Asimismo, el principio de no discriminación no se aplica en Costa Rica 
con referencia a los niños indígenas. El Comité cuando realiza estas observaciones es 
especialmente cauteloso, utilizando una frase casi tópica en la que señala que “aunque el 
Comité acoge con satisfacción los avances registrados […] recomienda”. No podemos 
olvidar que el Comité no tiene función sancionadora alguna.  

En relación a los malos tratos, abusos y castigo corporal, tanto en el ámbito escolar 
como familiar, el Comité se refiere a los casos de Bolivia, Brasil, Costa Rica, Ecuador, 
Honduras, Uruguay y Venezuela, incluso reiteradamente como ocurre con Bolivia y 
Honduras. Esta situación es indicativa de que, a pesar de la diferencia de cinco años 
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entre un informe y otro, la situación no parece haber mejorado en estos dos últimos 
países. Se constata que, a pesar de la prohibición recogida en la mayoría de los códigos, 
su aplicación no es efectiva.  

La justicia juvenil es otro ámbito de preocupación, sobre todo porque no se aplican 
con el rigor necesario las medidas “socioeducativas” previstas en los códigos y se opta 
por el internamiento o la privación de libertad, como ocurre en Bolivia, Ecuador, 
Nicaragua y Perú y, finalmente, el Comité insiste en que se realicen campañas de 
divulgación de los códigos o de la CDN y en que se forme a los profesionales en el 
ámbito de la infancia (Brasil, Ecuador, Honduras, y Uruguay).  

No obstante, a la vista de que ya son casi veinticinco los años transcurridos desde la 
aprobación de la CDN, ya se puede establecer un balance sobre lo que ha supuesto la 
implementación de dicho tratado en la región. En este sentido la Red Latinoamericana 
y Caribeña por la Defensa de los Derechos de los Niños y Adolescentes (REDLAMYC, 
2009) ha realizado este trabajo, estableciendo tres ámbitos de análisis: 1) avances 
vinculados a la CDN; 2) retrocesos que afectan a los derechos del niño; y 3) principales 
problemas vinculados al cumplimiento de los derechos del niño. Los retrocesos, siendo 
escasos, tienen su relevancia pues afectan a las dificultades de llevar a cabo los planes 
nacionales promovidos por los países, las reformas que, en la práctica, no se adecuan al 
enfoque de los derechos del niño, o a la criminalización de los sistemas de justicia 
juvenil. Los avances se mueven más en el ámbito de las reformas legislativas y la retórica 
que ha acompañado estos años al discurso sobre los derechos de la niñez. Es decir, 
construcción de nuevos marcos conceptuales o cambios legislativos, presentación de 
informes, incorporación de los derechos del niño en el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos, etc. En cambio, la cuestión principal son los problemas 
relacionados con el cumplimiento de esos avances. Es decir, la persistencia de la 
desigualdad, la discriminación, la violencia contra la infancia, la migración, la falta de 
coordinación de las instituciones de atención a la infancia, la falta de datos oficiales, la 
insuficiencia de recursos, la aceptación del lenguaje de la CDN, pero escaso nivel de 
implementación de las observaciones del Comité, además de la escasa difusión de los 
informes de dicho Comité, también el logro de un derecho a la educación de calidad 
supone tener presente todos estos elementos (OREALC/UNESCO, 2007) 

Se trata de un balance donde se constata la creencia generalizada de que los textos 
legales, por sí solos, tienen la fuerza de cambiar la situación de los derechos del niño. 
Esta ambigüedad, al final, se resuelve con una retórica que, en pocos casos, tiene que ver 
con las prácticas y las políticas públicas. En este sentido las reflexiones finales del estudio 
citado son concluyentes: hay que pasar del discurso a la acción, reforzando la capacidad 
movilizadora de los movimientos sociales de las diferentes infancias de América Latina y 
construir colectivamente una nueva agenda, donde se fortalezcan los sistemas de 
seguimiento y que la inversión pública esté en función del cumplimiento de la CDN.  
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3. El Derecho a la Educación en América Latina: una visión comparada  
 
Hasta ahora hemos centrado nuestra atención en los marcos legislativos en los que 

podemos encuadrar los derechos de los niños, niñas y adolescentes en América Latina y 
una valoración global sobre los derechos de la infancia a través de los informes del 
Comité. No obstante, y como sea que la fundamentación de la ciudadanía está muy 
relacionada con la educación, en este epígrafe analizamos, en concreto, la situación del 
derecho a la educación, siguiendo las mismas fuentes. La educación es un derecho 
determinante para disfrutar la totalidad de los derechos como ciudadanos. No obstante, 
tenemos que recordar que este derecho tiene dos líneas de dependencia dentro de los 
tratados internacionales: el Pacto Internacional de los Derechos, Económicos, Sociales y 
Culturales de 1966 y la CDN (Dávila y Naya, 2011). Preferimos centrar nuestra 
atención en los informes del Comité de los Derechos del Niño, ya que son más amplios, 
aunque en el siguiente epígrafe nos referiremos a algunos aspectos educativos que se 
recogen en los códigos de la niñez. 

 

 
Ilustración 1: Las 4 Aes y sus consecuencias escolares y educativas 

 
Nuestra aproximación teórica a su análisis se ha realizado partiendo del esquema de 

las 4 Aes de Katarina Tomaševski (2005 y 2006), que permite analizar los diversos 
indicadores que configuran el disfrute de este derecho. La utilidad de este esquema es 
evidente pues supone poner en marcha toda una serie de dispositivos que afectan a las 
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obligaciones gubernamentales y la libertad de los padres para poder ampliar la 
disponibilidad de escuelas (Asequibilidad); a las diferentes situaciones sociales y personales 
de los niños y niñas, para acceder a las mismas (Accesibilidad); a unos objetivos educativos 
que tengan presente el enfoque de los derechos humanos (Aceptabilidad) y que, 
finalmente, respondan a la diversidad educativa de nuestras aulas (Adaptabilidad).  

En la ilustración precedente resaltamos las obligaciones gubernamentales de los Estados, 
en el sentido de que éstos deben invertir en educación, en última instancia en 
infraestructura y mantenimiento; asegurando el acceso a las niñas, que sufren mayor 
discriminación; pues no se debe permitir la discriminación ni dentro de los centros escolares, 
ni en el acceso, bien sea por la no asistencia, o la situación laboral. De la misma manera el 
Estado debe establecer y aplicar normas en educación que permitan una educación 
aceptable con los derechos humanos y también que se adapte a la diversidad cultural.  

 
3.1. Las obligaciones del Estado: escuela para todos 

 
Las recomendaciones del Comité, a la vista de los informes de cada país, se centran 

en aspectos más relacionados con la disponibilidad real, que con aspectos legislativos. 
Para ello analiza aquellos casos en los cuales la obligatoriedad se ve mermada por 
diversas razones como son la deserción y el absentismo escolar, la escasez de centros en 
zonas rurales, así como la inadecuación entre la edad de finalización de la escolarización 
obligatoria y la edad mínima para poder iniciar la vida laboral; como ocurre, por 
ejemplo, en Perú, donde la edad mínima para el empleo son los 12 años y la educación 
obligatoria finaliza a los 18. Por lo que respecta al abandono, deserción y absentismo 
escolar, que está relacionado con el fracaso escolar y la disponibilidad de oferta, el 
Comité se ha referido a las altas tasas de abandono y deserción en primaria, entre otros 
en los casos de Argentina, Bolivia, Cuba, Chile, Colombia, Ecuador, El Salvador, 
Guatemala, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, 
Uruguay o Venezuela. A modo de ejemplo, en 2010 recomienda a Argentina que “tome 
medidas para que los niños puedan completar su escolaridad”. Hay que tener en cuenta 
que una de las causas de este fenómeno es que los niños y niñas comienzan a trabajar, 
como observa el Comité, entre otros, en los casos de Honduras o Perú y otra, muy 
insistente, es que esta elevada tasa de deserción se produce entre los niños y niñas 
indígenas, afrodescendientes y la población residente en el campo. El acceso a la escuela 
de esta población infantil es preocupante, pues impide, en muchos casos, el ejercicio de 
la obligatoriedad escolar, como ocurre en casi todos los Estados Partes, con la excepción 
de Cuba. Para un estudio actual y prospectivo sobre la situación educativa en América 
Latina puede consultarse UNESCO (2013). 

Las referencias a la gratuidad son menos numerosas y, en la mayoría de los casos, 
inciden en que se sobrecarga el presupuesto familiar con la compra de material escolar o 
de los libros de textos, cuando no de tasas escolares que afectan a las familias más pobres 
(Colombia), lo que el Comité denomina “gastos ocultos o indirectos en la enseñanza 
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primaria” (Perú) o la necesidad de realizar gastos de la enseñanza obligatoria no 
relacionados con la escolaridad (Panamá). Es de reseñar que el Comité recomienda tanto 
a México como a Guatemala tomar medidas eficaces para garantizar la educación 
gratuita en la práctica. En este sentido, Tomaševski, en un análisis global de la situación 
de la educación en el mundo, ponía de relieve que la declaración de gratuidad no 
siempre se hacía efectiva, debido a la existencia de muchos costos, directos e indirectos 
(compra de libros, comedores escolares, etc.) (Tomaševski, 2004). 

No todas las observaciones que realiza el Comité son negativas, ya que reconoce el 
acierto de los programas implementados por algunos países para disminuir el absentismo 
escolar o favorecer la asistencia a la escuela. El Comité se felicita por la existencia de los 
programas Bono Escolar de Panamá, los Maestros Comunitarios en Uruguay o el Bono 
Juancito Pinto en Bolivia. También celebra el logro de la matriculación universal que se 
produce en Uruguay y los evidentes progresos de Venezuela, país en el que la educación es 
una prioridad gubernamental. 

En síntesis, el objetivo que supone la asequibilidad de lograr una escuela de calidad 
para todos todavía no es una realidad en el conjunto de los países de la región, a pesar de 
lo que digan las estadísticas. El elemento más sobresaliente es la gran disparidad 
existente entre los países y en el interior de cada uno de ellos. Al respecto, se puede 
establecer un perfil, donde ser niña, pertenecer a una minoría étnica y/o vivir en zona 
rural suponen altas probabilidades de recibir una educación de mala calidad, cuando no 
de quedar alejado de la posibilidad de disponer de una plaza escolar. De manera que se 
confirma el detestable principio de que los países pobres reciben una educación pobre. 

 
3.2. Garantizar la no discriminación: por una escuela inclusiva 

 
En general, la discriminación en la esfera educativa afecta, sobre todo, a las niñas, a 

los niños/as con discapacidad y a las minorías étnicas, mermando así el acceso real a las 
escuelas (Sieminski, 1997; Tomaševski, 2004 y Muñoz, 2006).  

Tenemos que recordar que la CDN se refiere a dos casos que tienen repercusiones 
educativas: los derechos de los niños y niñas con discapacidad relativo al disfrute de una 
vida plena y decente y el “acceso efectivo a la educación, la capacitación, […] la 
preparación para el empleo” (artículo 23) y, el segundo, sobre la discriminación de niños 
de minorías o de pueblos indígenas, a quienes reconoce el derecho a “tener su propia 
vida cultural, a profesar su propia religión, o a emplear su propio idioma” (artículo 30). 
Este planteamiento supone que el acceso debe poder realizarse sin discriminaciones y 
posibilitando una escuela inclusiva (Dávila, Naya y Lauzurika, 2010), como se aprecia 
cuando el Comité recomienda “sistemáticamente que se adopten todas las medidas 
necesarias para integrar a los niños con discapacidad en el sistema general de educación” 
(Hodgkin y Newell, 2004:357). 

En el estudio de esta cuestión, casi podríamos imaginarnos un “mapa de la 
discriminación” de los niños y niñas con discapacidad en América Latina. De manera que 
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observamos que en casi todos los países existe un posicionamiento positivo en las 
legislaciones nacionales y donde prevalece el principio de no discriminación. No obstante, 
el Comité también constata que este reconocimiento legal, o bien no se extiende lo 
suficiente a los niños con discapacidad o, en la realidad, existen discriminaciones patentes, 
tanto en el acceso a las escuelas, como por su falta de integración. Con diversos matices, el 
Comité se refiere a la situación de los niños con discapacidad en cada uno de los países, 
señalando de manera más negativa que positiva la situación en Bolivia, Brasil, Costa Rica, 
Guatemala, Honduras, México, Panamá, Perú, República Dominicana, Uruguay y 
Venezuela. Estos matices se refieren al limitado acceso a la educación, a la ausencia de 
política integradora, al exceso de institucionalización, a la falta de información o a la falta 
de capacitación del profesorado. En sentido positivo, resalta los casos de Argentina, Chile, 
Cuba, Ecuador, El Salvador o Nicaragua. Este último país ha incluido en la Ley General 
de Educación el principio de la educación integradora, que ha hecho que se duplique la 
matriculación de niños con discapacidad en las escuelas (Dávila, Naya y Lauzurika, 2010). 

Con respecto a las minorías o a los pueblos indígenas, y tal como señala el Comité, 
“podrían parecer superfluas las disposiciones del artículo 30. Sin embargo, la 
sobrecogedora evidencia de la discriminación grave y persistente que padecen grupos 
minoritarios o pueblos indígenas justifica que se afirmen sus derechos en un artículo 
aparte” (Hodgkin y Newell, 2004:489). Es decir, al igual que ocurría con el caso 
anterior, la sola aplicación del principio de no discriminación, evitaría esta 
especificación, que se hace, no obstante, necesaria para evitar situaciones de violación de 
los derechos reconocidos. Los motivos de discriminación son, en la mayoría de los casos, 
étnicos o lingüísticos, propios de las minorías existentes en los Estados Partes. Otro 
motivo de discriminación es la lengua, de manera que aquellos Estados que no tienen 
regulado el uso de la lengua minoritaria, o que lo violan de hecho, también reciben 
recomendaciones del Comité, sugiriendo la enseñanza de las lenguas minorizadas 
(Hodgkin y Newell, 2004:496). Correlativo a todo ello, el Comité detecta carencias en 
la formación de maestros para atender a esas minorías lingüísticas, así como en la 
elaboración de material didáctico en dichas lenguas. En sentido positivo reconoce los 
avances que se han dado en algunos países en los programas de educación intercultural 
bilingüe (Ecuador, Nicaragua o Panamá), así como que en algunos lugares su alcance es 
limitado (Bolivia, Colombia y El Salvador) o necesita expansión (Chile). Por otra parte, 
hay que tener en cuenta que la ausencia de estos programas está relacionada 
directamente con las tasas de deserción escolar que sufre este colectivo. 

 
3.3. El enfoque de los Derechos Humanos y la disciplina escolar 

 
La aceptabilidad se orienta hacia una educación de calidad y en consonancia con los 

Derechos Humanos, por ello tiene especial relevancia que los procesos de enseñanza-
aprendizaje se adecuen a estos principios. En este sentido, hay que señalar que uno de 
los aspectos que ha sido objeto permanente de las observaciones del Comité es el 
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relativo a la disciplina escolar que, conforme con el artículo 19 de la CDN, obliga a los 
Estados Partes a tomar medidas “contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, 
descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual”, que 
también está recogido en el artículo 28 sobre el derecho a la educación, donde se señala 
que “los Estados Partes adoptarán cuantas medidas sean adecuadas para velar por que la 
disciplina escolar se administre de modo compatible con la dignidad humana del niño”.  

El Comité recomienda la necesidad de implementar medidas legislativas y 
educativas para cambiar las actitudes y las prácticas en este campo. De esta manera, hay 
países en los que existe legislación que prohíbe todo tipo de violencia o maltrato contra 
los niños y niñas en diferentes ámbitos, como Bolivia, Costa Rica, Nicaragua, República 
Dominicana o Venezuela, lo cual no evita que en la realidad estos malos tratos ocurran 
en la sociedad, pues la mayoría de la población ve como razonable o aceptable la 
aplicación de cierta disciplina, en la que están presentes los malos tratos, tanto en la 
escuela como en la familia. En ese sentido el Comité constata que los castigos corporales 
en el seno de la familia y en la escuela son práctica aceptada por la población en países 
como Brasil, Ecuador, El Salvador, Honduras, México, Guatemala, Paraguay, Chile o 
Colombia. En cualquier caso, no parece que las disposiciones legales sean suficientes 
para cambiar comportamientos sociales y escolares que han tenido una larga tradición.  

 
3.4. La educación a la medida de la diversidad escolar 

 
Al Comité le preocupa la escasa presencia de los derechos humanos en la educación 

de los niños y niñas y, especialmente, en la formación de los profesionales de la 
educación, que es la mejor garantía del respeto a la diversidad en la educación. La 
mayoría de los Estados reciben parecidas recomendaciones, más o menos expresadas de 
la siguiente manera: “el Gobierno debería estudiar la posibilidad de incorporar la CDN 
en los planes de estudios escolares” en cualquiera de los niveles educativos.  

Algunos países están preocupados porque ya no se enseña el respeto de los valores 
nacionales, “por juzgarlos anticuados” (Hodgkin y Newell, 2004:479). La idea que quiere 
transmitir el Comité es que todas las personas de todas las culturas merecen la misma valía 
y respeto, además de desarrollar políticas educativas encaminadas a una vida responsable 
en sociedad, a la igualdad de los sexos, a una educación por la paz o al respeto al medio 
ambiente. El objetivo, por lo tanto, es llegar a una educación que se adapte a la diversidad 
de sujetos de derecho a la educación, donde “el requisito previo de que los chicos y las 
chicas se adapten a la escuela ‘normal’ se reemplaza adaptando la educación al derecho 
igual de cada uno a la educación y a iguales derechos de cada uno en la educación. La 
adaptación de la educación a cada uno sigue siendo un sueño. No hay país en el mundo 
que haya puesto en vigor garantías efectivas para todos los componentes de la educación 
basada en derechos y para todas las categorías en las que hemos parcelado la raza humana” 
(Tomaševski, 2004:260). Horizonte posible si creemos que la educación debe encontrar 
ese lugar en el campo de los derechos de la infancia.  
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4. Los códigos de la niñez, la educación y la perspectiva de los derechos de la infancia 
 
En muchos informes del Comité se hace mención a la existencia de los 

denominados “códigos de la niñez”, aunque no centren su atención en ellos pues el 
objetivo del Comité es constatar la existencia de legislación nacional que implemente la 
CDN. No obstante, si nos detenemos en el contenido de los mismos (Dávila y Naya, 
2011: 149-194) y nos centramos en los aspectos que hacen referencia a la educación, 
sorprenden los matices educativos que se resaltan. Estos matices profundizan, sobre 
todo, en los aspectos relacionados con los objetivos de la educación, recogidos en el 
artículo 29 de la CDN. Como es conocido, en él se hace referencia al desarrollo de la 
personalidad, las aptitudes y la capacidad física y mental del niño hasta el máximo de 
sus posibilidades, así como a inculcar el respeto a los Derechos Humanos, a sus padres, a 
la identidad cultural, o a los valores nacionales, y a una sociedad libre, incluyendo el 
respeto al medio ambiente. Además este mismo artículo, en consonancia con el artículo 
28, no restringe la libertad de los particulares para establecer y dirigir instituciones de 
enseñanza, como recogen algunos códigos. Es decir, se está hablando de una 
construcción de la ciudadanía basada en una serie de aspectos que configuran una 
determinada manera de entender al ser humano en occidente. 

El Comité de los Derechos del Niño se preocupa especialmente de este artículo, y 
realizó en el año 2000 una observación general sobre el mismo, señalando la 
interpretación que debía dársele (Comité de los Derechos del Niño, 2001). Este artículo 
se interpreta de una manera amplia ya que se refiere tanto a aspectos propios del 
desarrollo de la infancia, como otros más curriculares, como que la educación debe ser 
respetuosa con los Derechos Humanos. La mayoría de los países hacen mención a estos 
objetivos, destacando la formación de la ciudadanía (Bradley y Berumen, 2007). Con 
respecto al desarrollo de la personalidad, todos los códigos de la niñez, excepto los de 
Argentina, Bolivia, Brasil, Panamá, Uruguay y Venezuela, hacen mención a que la 
educación debe ir encaminada al “desarrollo de la personalidad”, en función de la edad 
y características de los niños. También tiene importancia reconocida el respeto a los 
Derechos Humanos y las libertades fundamentales, pues todos los países, excepto Brasil, 
Panamá, Uruguay y Venezuela, se refieren al mismo. Además Costa Rica, Ecuador, 
Honduras, Nicaragua, Paraguay y Perú señalan incluso la necesidad de incluir los 
derechos de la infancia. En ese sentido, la inclusión de programas de Educación en 
Derechos Humanos en el currículum escolar tiene ya una tradición en el área, como lo 
prueban los estudios sobre “Educación en Derechos Humanos”.  

El respeto a los padres, a la identidad cultural, al idioma, etc. se recoge en la 
mayoría de los códigos. El respeto a los “valores nacionales” también forma parte de este 
conjunto de derechos. Para reforzar más este indicador muchos países incluyen estos 
valores como un deber. Así, la mayoría de códigos incluye algún capítulo sobre los 
deberes de los niños, cuestión ésta que no aparece en la CDN y que reafirma la 
importancia de los objetivos educativos. Expresiones como las siguientes: “honrar a la 
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patria y sus símbolos”, “respetar a los padres”, “cumplir las obligaciones educativas”, se 
recogen como deberes en la mayoría de los códigos. Finalmente, es alentador observar la 
referencia a la defensa del medio ambiente en algunos códigos, como por ejemplo en 
Argentina, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Honduras y Perú.  

La presencia de la educación en los códigos no se agota en los ámbitos que hemos 
señalado, pues, dada su complejidad, se va diluyendo a lo largo de esta normativa legal. 
Algunos países hacen referencia también a otras cuestiones, e insisten, por ejemplo, en 
los procedimientos de impugnación de las evaluaciones recibidas por el alumnado en sus 
respectivos centros escolares, recogiendo, incluso, algunas funciones del profesorado y 
de los equipos directivos de los centros escolares. También se puede mencionar algunos 
casos en los que, debido a las características del propio país, se quiere hacer hincapié en 
la importancia de la enseñanza rural (como ocurre en Bolivia) o incluir la alimentación 
en la red pública de enseñanza (El Salvador y Honduras). 

Por otra parte, en relación con el derecho a la educación de los niños y niñas con 
discapacidad, se aprecian propuestas de integración escolar, como ocurre en los códigos 
de Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador, El Salvador y Honduras. Con ello se 
afianza mejor el principio de no discriminación que, en algunos casos, queda así 
subrayado (Davila, Naya y Lauzurika, 2010). No obstante, estas referencias todavía no 
abordan de una manera clara una educación inclusiva. Tres cuestiones que tienen que 
ver con la educación, y que aparecen en los códigos, son la referencia a los derechos de 
las adolescentes embarazadas a seguir recibiendo educación, la aplicación de “medidas 
socioeducativas” al referirse a los derechos del menor en conflicto con la ley (Beloff, 
2006) y la mención de la educación intercultural bilingüe de los pueblos originarios. 

El hecho que estos derechos estén recogidos en los códigos es un indicador de que se 
tienen en cuenta los derechos en educación y, por lo tanto, quedan cumplimentadas las 
otras dos Aes del esquema de Katarina Tomaševski (Aceptabilidad y Adaptabilidad). 
Como consecuencia de todo ello, puede afirmarse que, en el plano legal, los códigos son 
congruentes con la CDN y, en algunos casos, ofrecen indicadores para analizar tanto el 
derecho a la educación como los derechos en educación. Los problemas existentes en la 
situación de la infancia en América Latina no proceden, por lo tanto, de sus legislaciones, 
sino de la brecha existente producida por las desigualdades y las situaciones de exclusión 
social. En el último informe de la Organización de Estados Iberoamericanos se constata 
esta misma visión, al afirmar que “la situación educativa de algunos de ellos muestra 
brechas e insuficiencias que impiden el ejercicio efectivo del derecho a la educación” (OEI, 
CEPAL y Secretaría General Iberoamericana, 2011: 258). 

 
5. Conclusiones 

 
La CDN, desde la perspectiva de la construcción de una ciudadanía con enfoque de 

derechos humanos, ha significado un marco importante para la modernización de los 
sistemas jurídicos y la implementación de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. 
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La tendencia general, en los años que lleva de vigencia la CDN en América Latina, ha 
sido implementar los contenidos de este tratado en sus legislaciones internas, con lo cual 
se puede reconocer uno de los logros mayores de esta región, al tomar como horizonte 
legislativo sus principios. A pesar de ello, existe un discurso retórico, que se plasma en la 
mayoría de los casos en la propia legislación y que contrasta con la realidad que viven los 
niños, niñas y adolescentes en América Latina. Además, el cumplimiento de los 
derechos humanos, en muchas ocasiones, reclama condiciones democráticas y recursos 
económicos que faciliten su desarrollo; cuestión que no siempre se cumple en muchos 
países en muchos países de la región. 

La educación, como elemento de fundamentación de la ciudadanía, la hemos 
analizado desde la perspectiva del derecho a la educación. Así, siguiendo el marco de 
análisis de la 4 Aes, podemos afirmar que existen indicadores suficientes para afirmar que 
hay una discutible asequibilidad, debido a la escasa inversión en educación. Es decir, a 
pesar del cumplimiento de la obligatoriedad escolar o de la gratuidad que, en general, 
están garantizados, se manifiestan ciertos déficits, denunciados por el Comité de los 
Derechos del Niño, en cuestiones relativas al abandono escolar en sus diferentes formas y 
que, normalmente, muestran un claro fracaso escolar. Por lo que respecta a la accesibilidad, 
ésta parece estar poco garantizada, a pesar de su importancia, pues se constata la suma de 
recomendaciones y observaciones relativas a las diversas discriminaciones que sufren 
determinados grupos de población: niñas; niños y niñas habitantes de zonas rurales, de 
pueblos originarios, minorías étnicas y lingüísticas o con discapacidad. Por lo tanto, el 
derecho a la educación, en toda su plenitud sufre déficits importantes tanto en la 
accesibilidad como en la asequibilidad. Las obligaciones gubernamentales no llegan a 
cubrir la oferta de las plazas escolares, y cuando lo hacen, no pueden garantizar que los 
niños y niñas no sufran discriminaciones en el disfrute de sus derechos en el espacio escolar. 

Con respecto a la aceptabilidad y adaptabilidad, los otros dos elementos que 
componen el esquema de análisis del derecho a la educación que hemos utilizado, puede 
afirmarse que existen situaciones en las que se aplican formas de disciplina no compatibles 
con los derechos del niño y que no garantizan que estas escuelas sean aceptables. Asimismo, 
en cuanto a la existencia de un currículum escolar que refleje y contenga los Derechos 
Humanos y del Niño, el Comité ha criticado su escasa presencia, a pesar de su existencia. 
Finalmente, la adaptabilidad, parece mostrarse como un horizonte deseable, pero que tiene 
serias dificultades en ser alcanzado, ya que todavía son los niños, niñas y adolescentes 
quienes tienen que adaptarse a la institución y no viceversa.  

Por otra parte, los códigos de la niñez recogen una lectura más amplia de algunos 
aspectos educativos que complementan los objetivos de la educación, en un sentido más 
completo de los derechos y deberes de los niños y niñas en cuanto a futuros ciudadanos. 
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